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HACIA LA HUMANIZACIÓN
DEL PROCESO. ACCESO 
A LA JUSTICIA DE LAS PERSONAS
EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD
Dra. Andrea Mariel Brunetti | Jueza del Tribunal Colegiado de Familia Nº 7 de Rosario

Introducción

El acceso «a» justicia de las personas 
en situación de vulnerabilidad ha pa-
sado a ocupar el primer lugar de la 
agenda estatal en los últimos años, al 
compás de la evolución de la humani-
zación del derecho.¹ 

Efectivamente, el acceso a la justicia 
es un derecho humano fundamental² 
que, como tal, requiere de los meca-
nismos adecuados a fin de dar efec-
tividad a todos los derechos humanos 
reconocidos en el ámbito internacio-
nal como nacional.³ 

Sabido es que, este derecho humani-
zado, se construye sobre el pilar de 
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principios rectores que lo fundan e in-
terpretan,⁴ situando a la persona co-
mo sujeto de derechos (principio pro 
homine),⁵ impactando en todo el sis-
tema jurídico.⁶ De manera tal que, la 
«constitucionalización del derecho», 
ha obligado necesariamente a una re-
formulación del sistema.⁷ 

Ya Morello señalaba que, «Los jueces 
no pueden sustraerse a la influencia 
de las nuevas coordenadas jurídicas, 
diferentes a las que tradicionalmente 
constituían su arsenal formativo y, en 
no pocas decisiones, especialmente 
en el delicado tema de los derechos 
humanos, han debido renovar el de-
recho judicial.»⁸ 

El fenómeno ocurre en todo el siste-
ma jurídico pero en el especial caso 
de las personas en situación de vul-
nerabilidad, se abre una nueva pers-
pectiva basada en estándares inter-
nacionales que constituyen el marco 
de las decisiones judiciales por efecto 
del compromiso estatal asumido in-
ternacionalmente.

En este marco se ubican además las 
«100 Reglas de Brasilia sobre Acce-
so a la Justicia de las Personas en 
Condiciones de Vulnerabilidad» apro-
bada por la Asamblea Plenaria de la 
XIV Edición de la Cumbre Judicial Ibe-
roamericana celebrada en marzo de 
2008 en Brasilia (República Federati-
va de Brasil) a las que adhirió la Cor-
te Suprema de Justicia de la Nación 
mediante acordada Nº 5/2009 de fe-
cha 24 de febrero de 2009. Tal como 
se refiere en su exposición de moti-
vos, a través de las mismas se desa-
rrollan los principios recogidos en la 
«Carta de Derechos de las Personas 
ante la Justicia en el Espacio Judi-
cial Iberoamericano» (Cancún 2002), 
específicamente los que se incluyen 
en la parte titulada «Una justicia que 
protege a los más débiles» (aparta-
dos 23 a 34).⁹ 

Ahora bien, estas reglas forman parte 
de lo que se conoce como «soft law», 
o derecho suave, en tanto no consti-
tuyen derecho vigente. En efecto, co-
mo señala la Cumbre, «las reglas no 
se limitan a establecer unas bases 

de reflexión sobre los problemas del 
acceso a la justicia de las personas 
en condición de vulnerabilidad, sino 
que también recogen recomendacio-
nes para los órganos públicos y para 
quienes prestan sus servicios en el 
sistema judicial. No solamente se re-
fieren a la promoción de políticas pú-
blicas que garanticen el acceso a la 
justicia de estas personas, sino tam-
bién al trabajo cotidiano de todos los 
servidores y operadores del sistema 
judicial y quienes intervienen de una u 
otra forma en su funcionamiento.¹⁰ De 
forma tal que su aplicación se impone 
en las condiciones expresadas.» 

Por ende, los jueces deben aplicar 
la ley conforme los principios funda-
mentales, reglas del ordenamiento ju-
rídico en general como disponen las 
normas del artículo 1 y 2 del código 
civil y comercial de la Nación valién-
dose de los mecanismos procesales a 
su alcance para, en definitiva, aplicar 
y garantizar el fiel cumplimiento de 
los Derechos Humanos, en el entendi-
miento de que el ordenamiento jurídi-
co es un todo.¹¹ 



myf

199

DERECHOS HUMANOS EN ACCIÓN. SU CONCRECIÓN EN LA TAREA JUDICIAL | Dossier 

Es en este punto donde se revela la 
verdadera garantía jurisdiccional y 
donde los principios fundamentales 
asumen el principal motor de la tutela. 
Asegurándose de esta forma la demo-
cracia, en efecto, es el paradigma del 
Estado Constitucional de Derecho, al 
que no es ajeno el Derecho Procesal.¹² 

Ahora bien, el estado es responsable 
ante el incumplimiento de las obliga-
ciones asumidas internacionalmen-
te, tanto como administrador, legis-
lador, y como Juez. Este último su-
puesto que es el que nos convoca, re-
viste primordial importancia, pues en 
el Estado Constitucional de Derecho, 
los jueces se erigen como principal 
garantes de los Derechos Humanos 
y «necesariamente de una manera 
muy concreta: por medio del proce-
so»,¹³ puesto que la herramienta idó-
nea para dotar de efectividad a todos 
los derechos humanos es precisa-
mente el proceso judicial.¹⁴ 

Así los Tratados y Convenciones de ca-
rácter supra legal refieren un mínimo 
o estándar de garantías jurisdicciona-

les que conforman además la garantía 
del debido proceso legal, que no pue-
de ser soslayado por las normas infra 
constitucionales y que constituyen el 
marco de interpretación de las deci-
siones judiciales.¹⁵ 

La verdadera tutela jurisdiccional solo 
es posible a través del debido proceso 
judicial, entendiendo al proceso «co-
mo un método – no meta–  que permi-
te al hombre mantener la paz social, 
ya que es el instrumento idóneo pa-
ra hacer respetar su libertad y efec-
tivizar sus derechos ante cualquier 
limitación, conculcación, impedimen-
to o interferencia que emane de otras 
personas – cualquiera sea su natura-
leza–  incluido el Estado».¹⁶ 

Es indispensable en este contexto, 
que exige respuestas concretas, sen-
cillas y expeditivas en protección de la 
dignidad humana, prescindir de me-
ros tecnicismos que por el contrario 
producen el fracaso en la tutela de los 
derechos. Empero prevenir, siempre 
respetando la garantía constitucio-
nal del debido proceso judicial, funda-

mentalmente, la inviolabilidad de la 
defensa en juicio.¹⁷

En este punto crucial, las Reglas de 
Brasilia resultan una herramienta óp-
tima para el judicante, en tanto su apli-
cación tiende a remover las barreras 
u obstáculos que impiden o dificultan 
el acceso a la justicia a las personas 
que como consecuencia de determi-
nados factores de edad, económicos, 
género, etnia, capacidad, identidad, 
quedan absolutamente discriminadas 
y desplazadas a condiciones de des-
igualdad ante la ley. 

No obstante cabe advertir, que tal co-
mo la misma Cumbre lo expresa, «se 
recomienda a todos los poderes públi-
cos que, cada uno dentro de su respec-
tivo ámbito de competencia, promue-
van reformas legislativas y adopten 
medidas que hagan efectivo el con-
tenido de estas Reglas. Asimismo se 
hace un llamamiento a las Organiza-
ciones Internacionales y Agencias de 
Cooperación para que tengan en cuen-
ta estas Reglas en sus actividades, in-
corporándolas en los distintos progra-
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risdicción, sino además de poder ac-
ceder a un debido proceso, transitar-
lo, sostenerlo, y obtener un pronun-
ciamiento justo. Por ello hablamos 
de acceso «a» justicia al comienzo de 
nuestro trabajo, pues no solo refiere 
al derecho de peticionar a las autori-
dades sino además, poder dar efecti-
vidad a los derechos que se reclamen. 

Señalábamos que el concepto fue evo-
lucionando a la par de la humaniza-
ción del derecho, esto es, al reconoci-
miento universal de los derechos y ga-
rantías de todas las personas, pasan-
do de un mero derecho a peticionar a 
obtener además un pronunciamiento 
justo. Y expresábamos que en el Esta-
do Constitucional de Derecho, el Juez 
se erige como principal garante de los 
Derechos Humanos y necesariamente 
de una manera muy concreta: por me-
dio del proceso, como la herramienta 
idónea para dotar de efectividad a to-
dos los derechos humanos. 

De allí la necesidad que todas las per-
sonas puedan acceder al mismo en 
defensa de sus derechos, sin discri-

minación y en condiciones de igual-
dad, en contrapartida al deber del Es-
tado de impartir justicia. De manera 
tal que, más que reclamar un estricto 
acceso a la jurisdicción, se acomete 
que ese acceso sea efectivo. 

Esta ha sido la preocupación de todos 
los Estados, por ello se han reconoci-
do los derechos y garantías mediante 
la celebración de tratados internacio-
nales que han establecido un están-
dar de garantías jurisdiccionales, a los 
fines de dar efectividad a los derechos 
humanos fundamentales.

Ahora bien, qué significa acceder al 
proceso judicial y qué es la tutela ju-
dicial efectiva. 

En general tendemos a describir más 
que a definir, y en tal sentido vemos 
que, el derecho de acceso a la justicia 
queda comprendido dentro del con-
cepto de tutela judicial efectiva, des-
cripto originalmente en el tan mentado 
artículo 24 de la constitución española: 
1. Todas las personas tienen derecho 
a obtener la tutela efectiva de los Jue-

mas y proyectos de modernización del 
sistema judicial en que participen.»¹⁸

De forma tal que, los Jueces cuenten 
con las herramientas apropiadas para 
lograr el fin de su cometido, y así ha-
cer justicia, como garante de la tutela 
jurisdiccional de los Derechos Huma-
nos, sin descuidar el contradictorio, el 
debate, y el derecho de audiencia que 
también protege el Derecho Interna-
cional de los Derechos Humanos. 

Resulta que las delicadas cuestiones 
que albergan nuestros tribunales, en 
especial los del fuero de familia, re-
quieren de un justo equilibrio entre lo 
urgente y la eficacia, y la garantía del 
debido proceso y de defensa en juicio.
 

Acceso a la justicia.
Tutela judicial efectiva

Se ha definido el acceso a la justicia 
como un derecho humano fundamen-
tal. En tal sentido entendemos a este 
derecho en una acepción amplia, no 
solo comprensivo del derecho a la ju-



myf

201

DERECHOS HUMANOS EN ACCIÓN. SU CONCRECIÓN EN LA TAREA JUDICIAL | Dossier 

ces y Tribunales en el ejercicio de sus 
derechos e intereses legítimos, sin 
que en ningún caso pueda producirse 
indefensión.
2. Asimismo, todos tienen derecho al 
Juez ordinario predeterminado por la 
ley, a la defensa y asistencia de letra-
do, a ser informados de la acusación 
formulada contra ellos, a un proceso 
público sin dilaciones indebidas y con 
todas las garantías, a utilizar los me-
dios de prueba pertinentes para su 
defensa, a no declarar contra sí mis-
mos, a no confesarse culpables y a la 
presunción de inocencia.

De igual forma distintos instrumen-
tos internacionales reconocen y con-
sagran el acceso a la justicia, princi-
palmente la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, de manera 
tal que, se ha entendido el derecho de 
acceso a la justicia, como un derecho 
que deriva de los artículos 8 (garan-
tías judiciales) y 25 («Protección Ju-
dicial) de esta Convención. Tales nor-
mas establecen un deber de los Esta-
dos de proveer a sus ciudadanos de 
un servicio de justicia – y administra-

tivo – adecuado a la protección y de-
fensa de sus derechos humanos. Que 
no solo garantice el acceso a la jus-
ticia en sentido lato, sino además el 
derecho a obtener un debido proceso, 
el derecho a que ese proceso se de-
sarrolle en un plazo razonable, el de-
recho a un juez imparcial e impartial, 
y el derecho a contar con un recurso 
efectivo. Todo lo cual consagra la ga-
rantía de tutela judicial efectiva.

En nuestro país, el concepto de debido 
proceso se ha delineado a partir de la 
consagración de la garantía de invio-
labilidad de la defensa en juicio de la 
persona y de los derechos en el artí-
culo 18 de la Constitución Nacional.

A su vez el referido artículo 8 de la 
Convención Americana de Derechos 
humanos, conocida como Pacto de 
San José de Costa Rica, incorporado a 
nuestro ordenamiento interno por el 
art. 75 inc. 22 de la Constitución Na-
cional con jerarquía constitucional, 
reconoce a toda persona el derecho a 
ser oída, con las debidas garantías y 
dentro de un plazo razonable, por un 

juez o tribunal competente, indepen-
diente, imparcial, determinado previa-
mente por la ley, en la sustanciación 
de cualquier acusación penal formu-
lada contra ella, o para la determina-
ción de sus derechos y obligaciones 
de orden civil, laboral, fiscal o de cual-
quier otro carácter. Y el artículo 25 del 
mismo cuerpo legal, reconoce el de-
recho a un recurso sencillo y rápido 
o cualquier otro recurso efectivo an-
te los jueces o tribunales competen-
tes, que ampare a las personas contra 
actos que violen sus derechos funda-
mentales reconocidos por la Constitu-
ción, la ley o la convención, aun cuan-
do tal violación sea cometida por per-
sonas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales.

En tal sentido, la reforma constitucio-
nal de 1994 no solo incorporó al tex-
to constitucional el reconocimiento 
del derecho internacional de los de-
rechos humanos, sino que estableció 
además instrumentos adecuados pa-
ra que esos derechos sean efectivos a 
través de la obligación del Estado de 
tomar todas las medidas necesarias 
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al respecto, esto es adopción de polí-
ticas públicas para erradicar la discri-
minación y hacer efectiva la igualdad, 
perfeccionando además la herramien-
ta idónea por excelencia para la tutela 
judicial de los derechos fundamenta-
les, como es la acción de amparo.

De nada sirve el reconocimiento de 
derechos si los Estados no establecen 
las condiciones jurídicas y materiales 
necesarias para dotar de efectividad a 
esos derechos reconocidos.

Ahora bien, como expresáramos an-
teriormente, los jueces se erigen co-
mo los principales garantes de los 
derechos humanos a través del debi-
do proceso judicial, por lo que recae 
en ellos el deber de respetar y hacer 
respetar las garantías jurisdicciona-
les que lo conforman según los están-
dares del derecho internacional de los 
derechos humanos,¹⁹ con jerarquía 
constitucional en nuestro país, recep-
tados en nuestro orden interno, hoy a 
través de las normas de los artículos 
1 y 2 del Título Preliminar del código 
civil y comercial de la Nación.

Ello nos conduce necesariamente a 
establecer qué entendemos por debi-
do proceso.

La Corte Interamericana de Derechos 
Humanos lo ha definido, como «al 
conjunto de requisitos que deben ob-
servarse en las instancias procesales 
a efectos de que las personas estén 
en condiciones de defender adecua-
damente sus derechos ante cualquier 
[…] acto del Estado que pueda afec-
tarlos. Es decir, cualquier actuación 
u omisión de los órganos estatales 
dentro de un proceso, sea adminis-
trativo sancionatorio o jurisdiccional, 
debe respetar el debido proceso le-
gal.»²⁰ Por su parte, la Corte ha seña-
lado que las garantías del debido pro-
ceso no sólo deben contemplarse a lo 
largo del desarrollo de los procesos 
penales sino también en los proce-
sos de carácter administrativo, en tal 
sentido afirma que «De acuerdo a los 
dispuesto en el Artículo 8.1 de la Con-
vención, en la determinación de los 
derechos y obligaciones de los perso-
nas, de orden penal, civil, laboral, fis-
cal o de cualquier otro carácter, se de-

ben observar ‹las debidas garantías› 
que aseguren, según el procedimien-
to que se trate, el derecho al debido 
proceso».²¹ «Implica la intervención 
de un órgano judicial independien-
te e imparcial, apto para determinar 
la legalidad de las actuaciones que 
se cumplan dentro del Estado de ex-
cepción».²² «Toda persona sujeta a un 
juicio de cualquier naturaleza ante un 
órgano del Estado deberá contar con 
la garantía de que dicho órgano sea 
imparcial y actúe en los términos del 
procedimiento legalmente previsto 
para el conocimiento y resolución del 
caso que se le somete.»²³ Asimismo, 
ha señalado la necesidad de que toda 
persona cuente con la debida asisten-
cia letrada.²⁴ 

Respecto de las garantías previstas en 
el artículo 25 de la Convención, la Cor-
te ha dicho que, «Para que en un pro-
ceso existan verdaderas garantías ju-
diciales (o procesales), es preciso que 
en él se observen todos los requisitos 
que «sirvan para proteger, asegurar o 
hacer valer la titularidad o el ejercicio 
de un derecho»,²⁵ es decir, las «condi-
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ciones que deben cumplirse para ase-
gurar la adecuada defensa de aquéllos 
cuyos derechos u obligaciones están 
bajo consideración judicial.»²⁶

En cuanto a recursos la Corte ha es-
tablecido que, «adecuados significa 
que la función de esos recursos, den-
tro del sistema del derecho interno, 
sea idónea para proteger la situación 
jurídica infringida. En todos los orde-
namientos internos existen múltiples 
recursos, pero no todos son aplicables 
en todas las circunstancias.»²⁷ Luego 
que, un recurso es eficaz cuando «es 
capaz de producir el resultado para el 
que ha sido concebido.»²⁸ 

Vemos que la Corte utiliza en forma 
variada las nociones de acceso a la 
justicia y debido proceso como parte 
de un concepto amplio de acceso a la 
justicia. Así e Instituto Interamericano 
de Derechos Humanos ha defino al ac-
ceso a la justicia como la posibilidad 
de que cualquier persona, indepen-
dientemente de su condición, tenga la 
puerta abierta para acudir a los siste-
mas de justicia si así lo desea, a sis-

temas, mecanismos e instancias para 
la determinación de derechos y la re-
solución de conflictos».²⁹ 

Por su parte, el Juez Cançado Trinda-
de nos ilustra con sus pronunciamien-
tos y al respecto ha sostenido que el 
derecho de acceso a la justicia «no se 
reduce al acceso formal, stricto sen-
su, a la instancia judicial (tanto inter-
na como internacional), sino compren-
de, además, el derecho a la prestación 
jurisdiccional», «dotado de contenido 
jurídico propio, significa, lato sensu, el 
derecho a obtener justicia», y conclu-
yó, «podemos aquí visualizar un ver-
dadero derecho al derecho».³⁰ 

En este mismo razonamiento, se ha 
definido a la tutela judicial efectiva, 
como el «derecho a hacer valer otros 
derechos», por lo que se la delinea 
desde tres aspectos, a) libre acceso a 
la justicia, eliminándose las barreras 
procesales que pudieran dificultarlo o 
imposibilitarlo; b) obtener una senten-
cia, motivada, fundada y en tiempo ra-
zonable, sin incidir el resultado del jui-
cio. c) ejecutar esa sentencia, es decir, 

que pueda cumplirse (efectividad).³¹ 

Vemos entonces que se entiende a 
la tutela judicial efectiva como com-
prensiva del acceso a la justicia stricto 
sensu y el debido proceso, esto es, el 
derecho de audiencia, a un Juez na-
tural predeterminado por la ley, im-
parcial e independiente, a la defensa 
material y asistencia técnica de un le-
trado, a ser informado, a un proceso 
público y en plazo razonable, sin de-
moras indebidas, con «derecho a pro-
bar» a tener la posibilidad de valer-
se de todos los medios de prueba que 
hacen a la defensa del derecho, a no 
estar obligados a declarar contra uno 
mismo, en definitiva a gozar de todas 
las garantías jurisdiccionales.

Razón por la cual, la tutela judicial 
efectiva constituye un derecho y una 
garantía, que impone a los Estados 
el deber de asegurar jurídica y mate-
rialmente el libre acceso a la justicia 
en condiciones de igualdad, crear un 
sistema de garantías jurisdiccionales 
y de los medios necesarios para dotar 
de efectividad a los derechos.
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En idéntico sentido sostienen Bergin y 
Kohen respecto del derecho de acceso 
a la justicia, cuando señalan que, en 
sentido amplio se lo concibe como ga-
rantía de igualdad de oportunidades 
para acceder a los órganos del estado, 
es decir, igualdad en el acceso sin dis-
criminación por razones económicas, 
sociales y culturales. Pero al mismo 
tiempo se lo entiende como el conjun-
to de disposiciones que se toman a fin 
de que las personas zanjen sus con-
flictos y tutelen sus derechos ante los 
órganos de justicia.³² 

En este entendimiento, es que se han ela-
borado las Reglas que hoy nos convocan.

Las reglas de Brasilia.
Su aplicación en tribunales
de la República Argentina 

Decíamos que la garantía del acceso a 
la justicia en sentido amplio impone el 
cumplimiento de deberes del Estado, 
compromisos asumidos internacio-
nalmente. Ahora bien, cuando habla-
mos de Estado nos referimos al Esta-

do en sus tres poderes. De manera tal 
que, al poder judicial le compete ad-
ministrar justicia respetando las ga-
rantías del debido proceso, mientras 
que al poder legislativo y ejecutivo les 
corresponde conferir al poder judicial 
de las condiciones jurídicas y los me-
dios necesarios para garantizar el ac-
ceso a la justicia y la resolución de los 
conflictos en tiempo razonable, y a un 
costo asequible.

Precisamente, es deber del Estado, en 
cada uno de sus tres poderes, remo-
ver los obstáculos que dificultan o im-
pidan el libre acceso a la justicia. Pri-
mer escalón de la garantía de tutela 
judicial efectiva. 

Es en este contexto fue que la Cum-
bre Judicial Iberoamericana en su XIV 
edición, estimó necesaria la elabora-
ción de las Reglas básicas relativas 
al acceso a la justicia de las personas 
que se encuentran en situación de 
vulnerabilidad, desarrollando, como 
expresa en la exposición de motivos 
del documento elaborado a tal fin, los 
principios recogidos en la «Carta de 

Derechos de las Personas ante la Jus-
ticia en el Espacio Judicial Iberoame-
ricano», Cancún 2002, específicamen-
te los que se incluyen en la parte titu-
lada «Una justicia que protege a los 
más débiles».

De este modo, se elaboraron las «100 
Reglas de Brasilia Sobre Acceso a la 
Justicia de las Personas en Condición 
de Vulnerabilidad» en Brasilia, marzo 
2008, por los representantes del Poder 
Judicial de los países que componen el 
Mercosur. Además durante los traba-
jos preparatorios de estas reglas tam-
bién participaron las principales redes 
iberoamericanas de operadores y ser-
vidores del sistema judicial: la Aso-
ciación Iberoamericana de Ministerios 
Públicos, la Asociación Interamerica-
na de Defensorías Públicas, la Federa-
ción Iberoamericana de Ombudsman y 
la Unión Iberoamericana de Colegios y 
Agrupaciones de Abogados. 

Reglas a las que adhirió nuestra Corte 
Suprema de Justicia de la Nación me-
diante acordada N°5/2009, por lo que 
consideramos de real aplicación aun 
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cuando no se trate de derecho vigente 
y obligatorio, como se anticipara. 

Resalta el documento que, «el siste-
ma judicial se debe configurar, y se 
está configurando, como un instru-
mento para la defensa efectiva de los 
derechos de las personas en condi-
ción de vulnerabilidad. Poca utilidad 
tiene que el Estado reconozca formal-
mente un derecho si su titular no pue-
de acceder de forma efectiva al siste-
ma de justicia para obtener la tutela 
de dicho derecho.»

Precisas palabras que definen la no-
ción de tutela judicial efectiva.

Advertíamos sobre el deber del Esta-
do de eliminar o disminuir las barre-
ras que impiden o dificultan el libre 
acceso a la justicia a todas las perso-
nas en general. Pero tal como se ex-
pone en el documento, ese deber se 
agudiza cuando se trata de personas 
en situación de vulnerabilidad, por 
factores de edad, género, pobreza, et-
nia, discapacidad, atento que en tales 
hipótesis se hallan mayores obstácu-

los para su ejercicio, más aún cuando 
se trata de personas que se encuen-
tran en mayor vulnerabilidad por con-
currencia de circunstancias o la gran 
incidencia de una de ellas (Regla #2). 
Constituyendo, una función ineludible 
del sistema de justicia, contribuir acti-
vamente a la reducción de la situación 
de desigualdad.

Así las Reglas devienen en recomen-
daciones para los órganos públicos y 
para los operadores jurídicos en ge-
neral, no solo para su aplicación sino 
como incentivo de reformulación del 
sistema judicial, de implementación 
de medidas, facilidades y apoyos, de 
elaboración de políticas públicas, co-
mo así también de otorgamiento de 
trato adecuado. Así lo definen las re-
glas #1 y #2, en cuanto a sus finali-
dades. Regla #1: «Las presentes Re-
glas tienen como objetivo garantizar 
las condiciones de acceso efectivo a la 
justicia de las personas en condición 
de vulnerabilidad, sin discriminación 
alguna, englobando el conjunto de po-
líticas, medidas, facilidades y apoyos 
que permitan a dichas personas el 

pleno goce de los servicios del siste-
ma judicial.»

Las Reglas determinan quiénes son 
los beneficiarios de las mismas, y así 
define quiénes son las personas que 
se encuentran en situación de vul-
nerabilidad, dispone en la Regla #3 
«aquellas personas que, por razón de 
su edad, género, estado físico o men-
tal, o por circunstancias sociales, eco-
nómicas, étnicas y/o culturales, en-
cuentran especiales dificultades para 
ejercitar con plenitud ante el siste-
ma de justicia los derechos reconoci-
dos por el ordenamiento jurídico». A 
continuación especifica las causas de 
vulnerabilidad, entre otras, en la Re-
gla # 4, «la edad, la discapacidad, la 
pertenencia a comunidades indígenas 
o a minorías, la victimización, la mi-
gración y el desplazamiento interno, 
la pobreza, el género y la privación de 
libertad.» Y agrega, «La concreta de-
terminación de las personas en con-
dición de vulnerabilidad en cada país 
dependerá de sus características es-
pecíficas, o incluso de su nivel de de-
sarrollo social y económico.» Luego 
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enumera las distintas reglas aplica-
bles a aquellas personas en situación 
de vulnerabilidad que han de acceder 
o han accedido a la justicia, como par-
te del proceso, para la defensa de sus 
derechos. Luego, detalla las reglas 
que resultan de aplicación a cualquier 
persona en situación de vulnerabili-
dad que participe en un acto judicial, 
como parte que ejercita una acción o 
que defiende su derecho frente a una 
acción, ya sea en calidad de testigo, 
víctima o en cualquier otra condición. 
Por último, establece una serie de me-
didas destinadas a fomentar la efecti-
vidad de las Reglas, que puedan con-
tribuir de manera eficaz a la mejora 
de las condiciones de acceso a la jus-
ticia de las personas en condición de 
vulnerabilidad.

Respecto a los obstáculos que se pre-
sentan o pueden presentar como im-
pedimento o dificultad de acceso a la 
justicia a personas que se encuentren 
en situación de vulnerabilidad, Birgin 
y Kohen en destacado trabajo señalan 
las diversas hipótesis posibles, deter-
minando que otro aspecto importante 

a considerar del derecho a la justicia, 
es la posibilidad de sostener el proce-
so en su totalidad, esto es, que las per-
sonas puedan culminar el proceso no 
viéndose obligadas a abandonarlo por 
razones ajenas a su voluntad, en tal 
caso, proporcionándoles los medios 
necesarios para garantizar la tutela, 
en especial aclaran, cuando se trate 
de causas económicas. Precisamente, 
este tipo de circunstancia – pobreza – 
puede atravesar además todas las 
hipótesis de vulnerabilidad, agraván-
dola. De allí que la «gratuidad en los 
procesos» como paliativo de este tipo 
de obstáculos de acceso a la justicia, 
no se limite al beneficio de litigar sin 
gastos. En efecto, tal principio, ya utili-
zado con anterioridad a la elaboración 
de las Reglas por nuestro Tribunal Su-
premo en casos de vulnerabilidad³³, 
es de suma importancia, mas no re-
sulta suficiente para poder sostener 
el proceso, sino que deben contem-
plarse otras condiciones respecto de 
la real situación en que se encuentra 
la persona a fin de poder llevar a ca-
bo el proceso judicial en su totalidad y 
cumplir con los actos procesales re-

queridos, verbigracia, posibilidad de 
afrontar el costo del transporte para 
trasladarse al tribunal, pérdida de sa-
lario por presentarse al tribunal, pér-
dida de trabajos precarios, etcétera.³⁴ 

Asimismo, apuntan las autoras, el ac-
ceso a justicia exige un adecuado cono-
cimiento por parte de la ciudadanía so-
bre los derechos que los amparan y los 
medios disponibles para poder ejercer 
la tutela, siendo el deber de informa-
ción a cargo del Estado y a su costo.³⁵ 

Es de destacar, que las hipótesis se 
manifiestan en general, sin embargo 
en el los tribunales de familia los pro-
blemas de desigualdad social y género 
atraviesan la mayoría de las situacio-
nes que se presentan dada la compe-
tencia atribuida al fuero. Es el ámbito 
donde más casos de personas en si-
tuación de vulnerabilidad se presen-
tan, ya sea por razón de edad, géne-
ro, estado de salud mental, víctimas 
de violencia familiar, y demás, siendo 
que a su vez pueden estar surcados 
por condiciones sociales y económicas 
que los hacen aún más vulnerables.
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Respecto a la posibilidad de sostener 
el proceso, el costo que el mismo im-
plica presenta un obstáculo de consi-
deración, y lamentablemente frecuen-
te, para determinados sectores de la 
población. Los gastos por tasas de 
justicia, el pago de honorarios profe-
sionales, los aportes a las cajas profe-
sionales, y demás gastos pueden ser 
paliados a través del beneficio de liti-
gar sin gastos. Sin embargo no son los 
únicos costos o pérdidas económicas 
que pueden dificultar, o imposibilitar, 
el sostenimiento del proceso. Como 
resaltábamos precedentemente, en 
muchos casos el gasto que se ocasio-
na al tener que asistir al tribunal en 
horario laboral, lo que en su caso pue-
de generar pérdida del salario, o más 
grave, pérdida del trabajo precario. En 
nuestros tribunales de familia, obser-
vamos la realidad habitual de mujeres 
que deben acudir en defensa de sus 
derechos y en muchos de los casos no 
cuentan con dinero para el transporte, 
no tienen con quién dejar al cuidado 
de sus hijos por lo que se trasladan 
con los mismos, no asistiendo al co-
legio, o deben abonarle a alguna per-

sona ese cuidado, no cuentan con em-
pleos registrados por lo cual pierden 
su jornada laboral o el trabajo, todo 
lo cual agrava la situación, sumado a 
otros factores que la empeoran tales 
como el temor a realizar denuncias, 
inconvenientes y trastornos en su vi-
da y la vida de sus hijos, en definitiva 
todo ello provoca el abandono del pro-
ceso por causa ajena a su voluntad. Ya 
volveremos sobre este punto.

En cuanto a costos del proceso, un pri-
mer paliativo es la posibilidad de ac-
ceso a la jurisdicción sin previo pago, 
como ha sentado la Corte Suprema, 
principio de raigambre constitucional 
que posibilita el acceso a la jurisdic-
ción a todos los ciudadanos. Sin em-
bargo, en la generalidad de los casos, 
no se da curso a la instancia judicial 
sin el cumplimiento previo del pago 
de las tasas judiciales. Así la Corte, 
en voto del Dr. Vázquez dijo en «Ma-
rono Héctor vs. Allois Verónica», del 
26/11/96,³⁶ «... y cuando la externa 
y ancha presión dirigida al cumpli-
miento de pautas fiscalistas (la tasa 
de justicia, el sellado de reposición) o 

al cobro de derechos profesionales (la 
deformada voz ‹honorarios›, que tan-
to tiempo insume a los jueces y tantas 
fojas carga en los repertorios Juris-
prudenciales) achicando el contenido 
propio o específico de la garantía de la 
defensa, olvida y colisiona con la pri-
mera de las directivas que señala que 
la laboral jurisdiccional no se encuen-
tra formalmente dirigida a satisfacer 
esas exigencias, totalmente secunda-
rias y complicantes de sus fines»

A su turno, la regla #2 dispone otorgar 
a las personas en condición de vulne-
rabilidad un trato adecuado a sus cir-
cunstancias singulares, recomendan-
do priorizar actuaciones destinadas 
a facilitar el acceso a la justicia de 
aquellas personas que se encuentren 
en situación de mayor vulnerabilidad, 
ya sea por la concurrencia de varias 
causas o por la gran incidencia de una 
de ellas, siendo los jueces los prime-
ros destinatarios para instrumentar 
su aplicación (Regla #24 b.).

En razón de ello, es que no se exige 
ya un juicio de declaratoria de pobre-
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za para acreditar que la persona se 
encuentra en la situación de no con-
tar con los recursos necesarios, basta 
con una declaración jurada, o compa-
recer con patrocinio de las Defenso-
rías públicas, o en determinados ca-
sos, una acreditación sumaria.

Sin embargo no solo con reformas le-
gislativas podemos remover los obstá-
culos de acceso a la justicia, sino que es 
preciso echar mano a las herramientas 
y recursos con los que se cuenta.

En nuestra experiencia, designamos 
en muchos casos curadores ad litem a 
los Defensores Generales por falta de 
medios económicos de la parte para 
designar un profesional de la lista ofi-
cial. Ello en razón de las reglas #28 y 
#31: en cuanto a garantizar la defen-
sa, la gratuidad de la asistencia técni-
co-jurídica en el proceso y regla #34: 
en cuanto a simplificar los requisitos 
de acceso al proceso. En caso de juicios 
de filiación, también registramos casos 
de gratuidad ante una sumaria acredi-
tación de falta de medios según estas 
reglas, y anticipo de la prueba confor-

me la regla #37 para evitar mayores 
gastos y dilación indebida del proceso.

En materia alimentaria, donde se 
pueden presentar personas en situa-
ción de vulnerabilidad en razón de la 
edad, género, estado de salud física o 
mental, y condición social o económi-
ca, amén de la gratuidad del proceso, 
podemos adoptar medidas que agili-
cen los trámites para lograr respuesta 
satisfactoria inmediata por el carácter 
asistencial del reclamo, así hemos or-
denado, con fundamento en las reglas 
y principios constitucionales y con-
vencionales, el depósito bancario de 
la cuota alimentaria y su cobro inme-
diato y ágil, removiendo el obstáculo 
que implica que una persona en situa-
ción de vulnerabilidad por deba tras-
ladarse mes a mes al juzgado, con pa-
trocinio letrado, a procurar la orden de 
pago para liberar los fondos (reglas 
#33; #38 entre otras). Es doctrina de 
la Corte que «resulta totalmente des-
virtuada la misión específica de los 
tribunales especializados en temas 
de familia si éstos se limitan a deci-
dir problemas humanos mediante la 

aplicación de una suerte de fórmulas 
o modelos prefijados, desentendién-
dose de las circunstancias del caso 
que la ley les manda concretamente 
valorar» (v. doctrina de Fallos: 323:91; 
328:2870, entre otros).

Es función del juez aplicar la norma 
más favorable a los intereses de los 
justiciables, y en razón del principio 
pro homine que inspira toda interpre-
tación de las normas que amparan de-
rechos fundamentales como es el ca-
so del derecho alimentario.

Otros obstáculos se relacionan con 
la duración del proceso, afectándose 
la garantía del plazo razonable, con-
forme los estándares de tutela juris-
diccional constitucional y convencio-
nal, La mora judicial vulnera los de-
rechos humanos: así se ha dicho que 
«Una justicia que no da respuestas no 
es justicia». Ello no significa que en 
aras de la celeridad se deban sortear 
etapas del proceso. Desde una visión 
garantizadora de los derechos y ga-
rantías constitucionales y convencio-
nales, el proceso exige cumplir las fa-
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ses lógicas de contradicción, debate y 
prueba alcanzando al fin del proceso 
la sentencia y la posibilidad de recu-
rrirla. Por tanto se deberán perfeccio-
nar los procedimientos, abreviar los 
plazos pero nunca soslayarse etapas 
del juicio, en desmedro de la debida 
defensa en juicio. Por ello, en todos 
los casos se procura la inmediación 
y no solo en los que corresponden al 
trámite oral, es decir, tendemos a ora-
lizar todos los procedimientos hacien-
do uso de las herramientas que la ley 
local nos permite para ello, citando a 
audiencias a las partes, porque la ma-
teria a resolver lo requiere (regla #35). 
Adviértase que el código local prevé 
el trámite oral en los Tribunales Co-
legiados pero en el caso de los Tribu-
nales de Familia, solo para los juicios 
de alimentos y filiación (preveía los 
casos de divorcio contencioso pero ya 
ha sido derogado por la norma sus-
tancial), en el resto de las causas no, 
es un procedimiento escrito, por eso 
la citación a audiencia se presenta co-
mo un modo efectivo y asegurativo del 
acceso a la justicia y de la defensa en 
juicio. Luego, existen tutelas diferen-

ciadas que exigen procesos urgentes, 
pero sí debidos procesos, tales como 
los casos de Restitución Internacional 
de niños que, por mandato de las Con-
venciones Internacionales en la mate-
ria, exigen aplicar los procedimientos 
más urgentes de los que se disponga, 
y por tal motivo hacemos uso del pro-
cedimiento verbal no actuado también 
con sistema de citación urgente a au-
diencias y acotando los plazos que es-
tablece el código ritual para traslados, 
pruebas y recursos (regla #38). Así en 
un caso reciente llevamos a cabo una 
audiencia mediante videoconferencia 
con un progenitor que residía en Es-
paña. La utilización de medios tecno-
lógicos contribuye a la inmediación y 
celeridad de los procesos a efectos de 
alcanzar la resolución del conflicto de 
un modo acordado. De hecho en es-
te tipo de procesos es la única forma 
de lograr la efectividad de la garantía 
restitutoria (Regla #95).

En materia de violencia familiar, con-
tamos con una Secretaría especializa-
da (regla #40) y asistencia de un ga-
binete interdisciplinario (regla #41). 

La propia ley provincial estatuye un 
procedimiento urgente e inaudita 
parte que denomina medida autosa-
tisfactiva. Por supuesto, atento respe-
tar la garantía de inviolabilidad de la 
defensa en juicio, se procede a citar 
a audiencia al agresor sin perjuicio 
de adoptarse las medidas preventi-
vas que el caso requiere. Pero el pro-
cedimiento es urgente, y las medidas 
se toman en el día, vale decir, ingresa 
la denuncia de violencia y la persona 
obtiene una respuesta jurisdiccional 
inmediata, específicamente una me-
dida de protección en menos de una 
hora, en el juzgado (reglas #25; #34; 
#35 #38; #62; #64; #65).

Referíamos a la falta de conocimiento 
e información sobre derechos y accio-
nes por parte de la ciudadanía, como 
otro obstáculo de acceso a la justicia 
señalado en doctrina. Advertíamos 
sobre el deber del Estado de impul-
sar la información y a su cargo. En tal 
sentido la Dra. Sosa³⁷ señala que este 
obstáculo «refiere al desconocimiento 
de los derechos que asisten a las per-
sonas para solicitar el reconocimien-
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to o defender un derecho vulnerado, 
lo que implica una cierta resistencia 
a recurrir a los estrados judiciales». 
En lo que a las barreras descritas re-
fiere, las Reglas de Brasilia contienen 
disposiciones muy concretas a fin de 
eliminarlas o menguar sus efectos, 
especialmente la regla #51, «Se pro-
moverán las condiciones destinadas 
a garantizar que la persona en con-
dición de vulnerabilidad sea debida-
mente informada sobre los aspectos 
relevantes de su intervención en el 
proceso judicial, en forma adaptada 
a las circunstancias determinantes 
de su vulnerabilidad», y seguidamen-
te dispone medidas sobre contenido, 
tiempo y forma de la información (re-
glas #52/55); medidas especiales pa-
ra los casos de víctimas (reglas #56 y 
#57); comprensión de actuaciones ju-
diciales (regla #58); notificaciones (re-
gla #59); contenido de las resolucio-
nes judiciales (regla #60); y compren-
sión de actuaciones orales (regla #61). 

Agrega la magistrada otros factores 
que enumera: 1) distribución de com-
petencias de los tribunales de manera 

inadecuada, de modo tal que en juz-
gados de conocimiento se desvirtúa 
la garantía de imparcialidad judicial, 
transformando prácticamente al juez 
en parte, como un actor inquisidor o 
dispositivo según el tipo de proceso. 
Lo cual atenta además la efectividad 
judicial. 2) Falta de personal e infraes-
tructura inapropiada. 3) Insuficiente 
capacitación y del personal. Precisa-
mente en materia de violencia fami-
liar, donde más se exige la formación 
adecuada a los fines del tratamiento 
correcto de la problemática. La falta 
de preparación idónea del operador 
jurídico que recepta la denuncia pro-
duce efectos negativos a punto tal de 
poder constituir con una actitud ím-
proba, denegación de justicia, vulne-
rándose aún más los derechos de las 
víctimas. La descalificación y descre-
imiento que puede provocar la falta 
de entrenamiento apropiado puede 
generar una nueva situación de vio-
lencia, la institucional. 4) Insuficiencia 
de medios tecnológicos y recursos fi-
nancieros. Que no coadyuvan al forta-
lecimiento del principio de afianzar la 
justicia. La falta de medios que la tec-

nología pone a disposición hoy de la 
sociedad, amén de demostrar la obso-
leta estructura judicial atenta contra 
el principio de efectividad judicial. A 
tal fin la eficiencia en la comunicación 
que se logra con la utilización de me-
dios electrónicos por ejemplo. En es-
ta línea nos encontramos trabajando 
actualmente, a fin de realizar notifi-
caciones por medio de correo electró-
nico, como así también el diligencia-
miento digital y electrónico de oficios 
judiciales, por ejemplo. Por su parte, 
poder contar con las estructuras ade-
cuadas que la disponibilidad de recur-
sos financieros logra, hacen al mejor 
ámbito de desarrollo de un mejor ser-
vicio de justicia acorde a los cánones 
de tutela judicial convencional.

A tal fin en la Sección 4ª, las Reglas de 
Brasilia refieren a la «Revisión de los 
procedimientos y los requisitos proce-
sales como forma de facilitar el acce-
so a la justicia», Así la regla #33 dis-
pone, «Se revisarán las reglas de pro-
cedimiento para facilitar el acceso de 
las personas en condición de vulnera-
bilidad, adoptando aquellas medidas 
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de organización y de gestión judicial 
que resulten conducentes a tal fin». 
Luego, las medidas de organización y 
gestión judicial de aplicación tanto a 
jueces profesionales como a jueces no 
profesionales (reglas #38/42).

De singular importancia, a la hora de 
facilitar el acceso a justicia, lo consti-
tuye posibilitar el ingreso de las par-
tes al juicio, a través de una amplia 
concepción de la norma procesal en 
cuanto a la legitimación procesal. En 
el paradigma actual de garantizar la 
tutela judicial efectiva de los dere-
chos, no corresponde rechazar una 
acción basado exclusivamente en ra-
zones formales. El excesivo rigor for-
mal, como la restringida interpreta-
ción de la norma procesal, vulnera la 
garantía de acceso a la justicia. Cla-
ro está, este criterio de flexibilización 
podrá utilizarse en tanto no se afecte 
la garantía del debido proceso.

En la práctica, en muchos casos de 
medidas de protección de personas, 
que no cuentan con un familiar o algún 
representante que pueda encontrarse 

legitimado procesalmente por la ley, 
no obstante, ante el caso concreto y 
la situación de vulnerabilidad, se le da 
igualmente curso, en ocasiones cana-
lizándolo a través del Defensor Gene-
ral, otras veces citando parientes legi-
timados, pero la medida de protección 
urgente se ordena (regla #34).

En casos de presentación ante la jus-
ticia de menores de dieciocho años, se 
tiende a aplicar un criterio amplio de 
interpretación respecto de la legitima-
ción y no solo por la garantía de acceso 
a la justicia, sino porque la propia ley 
de protección integral así lo prevé en 
razón de la capacidad progresiva de los 
niños y adolescentes (regla #34; #78).

En los casos de violencia de géne-
ro también está previsto un amplio 
concepto de legitimación activa para 
efectuar la denuncia pudiéndola reali-
zar un familiar, un funcionario público 
u organizaciones no gubernamentales 
en defensa de la mujer. Pero aún no 
contamos con la competencia especí-
fica en la materia, tan solo cuando los 
casos se presentan como violencia fa-

miliar (regla #20, #34).

Como podemos observar se impone 
un cambio de paradigma en el sistema 
y respecto de todos los operadores ju-
rídicos, sin perjuicio de coadyuvar es-
te proceso mediante la utilización de 
todas las herramientas a nuestro al-
cance, en especial estas reglas que 
constituyen un verdadero compendio 
de medidas a adoptar. 

El proceso, entendido como un méto-
do dialéctico de debate para alcanzar 
la paz social, esto es la resolución del 
litigio, se logra si todos los intervi-
nientes en él: actor, demandado, abo-
gados, auxiliares de la justicia, funcio-
narios judiciales y magistrados, perci-
ben el necesario cambio del sistema 
a fin de efectivizar la tutela judicial de 
los derechos fundamentales. 

Podemos observar repasando distin-
tos fallos, cómo los servidores de jus-
ticia han procedido a adoptar medidas 
a través de las decisiones judiciales a 
fin de facilitar el acceso a la justicia o 
de remover obstáculos que lo impiden.
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En el especial caso de las niñas, niños 
y adolescentes, se debe garantizar su 
participación en todo asunto que les 
incumbe, en razón de las normas pro-
vinciales, nacionales y convencionales 
que lo ordenan, removiendo cualquier 
obstáculo para la efectividad de la ga-
rantía, acorde a ello, la regla #5: «To-
do niño, niña y adolescente debe ser 
objeto de una especial tutela por par-
te de los órganos del sistema de jus-
ticia en consideración a su desarro-
llo evolutivo» y la regla #78, «En los 
actos judiciales en los que participen 
menores se debe tener en cuenta su 
edad y desarrollo integral», y en todo 
caso: Se deberán celebrar en una sala 
adecuada, Se deberá facilitar la com-
prensión, utilizando un lenguaje sen-
cillo. Se deberán evitar todos los for-
malismos innecesarios, tales como la 
toga, la distancia física con el tribunal 
y otros similares.

Precisamente, en función de ello, en 
materia de competencia en asuntos 
que involucran a niñas, niños o ado-
lescentes, se facilita el acceso a la 
justicia de los mismos, atribuyéndo-

se competencia al juez de lugar de 
residencia de los niños, niñas o ado-
lescentes, en razón de su cercanía e 
inmediación al centro de vida de los 
mismos, por aplicación de la regla 
forum personae que ya era doctrina de 
nuestro Tribunal superior, hoy consa-
grada en las normas del código civil 
y comercial (art. 716 CCC). De manera 
uniforme la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación, seguido ello por Tribuna-
les de todo el país, ha reafirmado que 
«la regla atributiva forum personae 
hace referencia al lugar en donde los 
menores viven efectivamente y repre-
senta un punto de conexión realista, 
en tanto contribuye a la inmediación y 
se profundiza y refina en la noción de 
centro de vida, que hace suya el art. 3° 
inc. f) de la ley 26.061 –de Protección 
Integral de los Derechos de las Niñas, 
Niños y Adolescentes– como una de-
rivación concreta del mejor interés del 
niño...» [CSJN, 20/08/2008, «Ferreyra, 
Miguel Angel»]. Así lo sostuvimos en 
un fallo de nuestro juzgado, anterior 
a la sanción del nuevo código, en un 
caso de conflicto de competencia res-
pecto de otra provincia del país, donde 

dijimos que, «en el actual paradigma 
del Estado constitucional de derecho, 
el marco de tutela jurisdiccional de los 
Derechos Humanos se ha extendido al 
modo tal de constituir un compromiso 
estatal asumido internacionalmente, 
por lo que los Estados se han obliga-
do a remover todo obstáculo y facilitar 
el acceso a la Justicia que hace a la 
vigencia de la tutela judicial efectiva, 
más aún en el campo del Derecho de 
niñas, niños y adolescentes, donde se 
priorizan normas de jerarquía consti-
tucional que hacen prevalecer el dere-
cho sustancial por sobre las normas 
procesales», en razón de la «intensi-
dad de los derechos en juego», citan-
do además doctrina de la Corte supre-
ma que impone «la exigencia consti-
tucional de que la tutela no se frustre 
por razones formales» [Fallos:323:91; 
328:2870, cit. en el fallo precedente].

Además la aplicación del criterio de 
forum necesitatis en materia de ju-
risdicción internacional sobre todo
puede darse en casos de restitución 
internacional de niños, donde se ve 
agravada la vulnerabilidad por el 
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desplazamiento del niño de su esta-
do, donde gozaba de su centro de vi-
da. (El Forum Necesitatis es una regla 
que se aplica atento la Doctrina de la 
Denegación de justicia internacional 
como fundamento de la jurisdicción). 
La jurisprudencia nacional ha hecho 
aplicación de esta doctrina del Forum 
Neccesitatis en varias oportunidades. 
«El caso emblemático es el que todos 
seguramente conocemos Caso VLAS-
SOV. CSJN 25-3-1960- Derecho de fa-
milia. Caso MULLER». La interpreta-
ción extensiva o restrictiva que se ha-
ga de las normas de competencia ju-
dicial internacional es una posibilidad 
que poseen los jueces. Hoy plasmado 
en las normas del código civil y comer-
cial (art. 2602). Con anterioridad a la 
sanción del nuevo código, en un caso 
de «Tenencia», aplicamos esta regla 
al advertir a priori la posible residen-
cia habitual de un niño en un país ex-
tranjero. Se invocaba la doctrina de la 
Corte en Vlasov. Adoptamos medidas 
urgentes sin declararnos competen-
tes, evitando así conflictos internacio-
nales, fundado en la regla del forum 
necesitatis, y primordialmente en el 

interés superior del niño (art. 3 CDN) 
[TCF N° 7, «N., L. c/ N. K., Z. s/ CUS-
TODIA Y/O GUARDA Y/O TENENC.» Exp. 
N°148/2011, Res. N° 18, T. 1 F. 63].

En los casos de violencia familiar, 
permanentemente se deben remo-
ver obstáculos atento la situación 
de vulnerabilidad por género, edad, 
y por condición social y económica 
tal como explicáramos precedente-
mente. En un caso donde se encon-
traban involucrados niños en condi-
ción de vulnerabilidad por otros fac-
tores además de la edad, al haber 
sido privados de su hogar motivo de 
la violencia impartida por el progeni-
tor de los niños a la madre, ordena-
mos la exclusión del hogar de éste, el 
reingreso de la madre con los niños, 
habiéndose tenido en cuenta la opi-
nión de los mismos formulada ante 
la Defensora General. Invocamos el 
interés superior del niño art. 3 CdN 
y además las Reglas #5 que refiere a 
tomar medidas a fin de lograr una tu-
tela especial para los derechos de los 
niños y #20, especial atención en los 
supuestos de violencia contra la mu-

jer, estableciendo mecanismos efi-
caces destinados a la protección de 
sus bienes jurídicos, al acceso a los 
procesos judiciales y a su tramitación 
ágil y oportuna. 

En un caso también donde se hallaban 
involucrados niños, conforme las re-
glas se negó una solicitud de que las 
niñas sean escuchadas nuevamen-
te en sede judicial a fin de no ser re-
victimizadas, fundado en el principio 
rector del interés superior del niño 
(art. 3 CdN, ley 26.061; art. 3art. 4 Ley 
12.967) y en las Reglas #12, #69 y #76.

En otro caso de alimentos, se trataba 
de una persona en condición de vulne-
rabilidad por edad, género, condición 
social y económica. La obra social no 
le prestaba asistencia médica por no 
presentar los recibos de sueldo del 
cónyuge del que se encontraba sepa-
rada de hecho, por lo que fundado en 
las Reglas #8 y #16, se ordenó arbitrar 
los medios necesarios para proveer de 
asistencia a la actora, quien se encon-
traba impedida de acceder a su dere-
cho a la asistencia médica a pesar de 
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contar con la obra social correspon-
diente, solo por no poseer los respec-
tivos recibos de sueldo de su cónyuge, 
lo que a la sazón, era de muy difícil 
obtención, por reticencia y su ausen-
cia del país del señor. Entendimos que 
debían removerse los obstáculos en el 
ejercicio del derecho de la actora de 
acceder «a» justicia en sentido am-
plio, comprensivo de su derecho a ser 
asistida por la obra social a la que se 
encuentre adherida.

En diversos fallos de distintos tribuna-
les de nuestro país se han aplicado las 
Reglas de Brasilia (puede consultarse 
nuestro trabajo en Tratado de la vul-
nerabilidad, obra colectiva Dir. Ursula 
Basset – Hugues Fulchiron – Christine 
Bidaud Garon – Jorge N. Laferreriere; 
Bs. As. La Ley, 2017). Por razones de 
brevedad, destacamos los más impor-
tantes de nuestro tribunal supremo 
de Santa Fe y los clasificamos por cir-
cunstancias de vulnerabilidad.

Edad - Discapacidad

• Corte Suprema de Justicia de la Pro-

vincia de Santa Fe: «Olivares, Rubén 
Andrés – Recurso de inconstituciona-
lidad en autos Olivares, Rubén Andrés 
s/ estafa – s/ queja por denegación del 
recurso de inconstitucionalidad»; 09-
06-2015; fuente propia 338/15: www.
justiciasantafe.gov.ar 

Voto en disidencia de la Dra. Gastal-
di y el Dr. Netri, que hace lugar a la 
queja interpuesta, en base a la posible 
afectación de derechos de raigambre 
constitucional con implicancias patri-
moniales respecto de una persona en 
condición de vulnerabilidad, fundado 
en Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales; 
Convención Internacional sobre los 
Derechos de las Personas con Disca-
pacidad; Reglas de Brasilia; Constitu-
ción Nacional, artículos 17, 18 y 75 in-
ciso 22 y Constitución Provincial, artí-
culos 9 y 15.

Discapacidad - Pobreza - Amparo
por salud, vivienda y alimentos

• Corte Suprema de Justicia de la Pro-
vincia de Santa Fe; «D. M. E. c/ Pro-

vincia de Santa Fe S. amparo s/ rec. 
de inconstitucionalidad»; 20-11-2013; 
MJ-JU-M-84243-AR.

Procedencia del recurso de inconsti-
tucionalidad deducido contra la sen-
tencia de Cámara que rechazó la ac-
ción de la amparista promovido con-
tra el Superior Gobierno de Santa 
Fe tendiente a la adquisición de una 
prótesis, una vivienda adecuada a la 
situación de incapacidad y un sub-
sidio mensual para cubrir las nece-
sidades alimentarias. Se funda en 
normas del derecho internacional de 
Derechos Humanos y alude a la dura-
ción de los procesos judiciales, pues 
el paso del tiempo incide de manera 
relevante en la situación jurídica del 
individuo, por lo que en casos de per-
sonas en situación de vulnerabilidad 
es imperativo que el procedimiento 
avance con mayor diligencia a fin de 
que el caso se resuelva en un tiempo 
breve, invoca regla #38. Estas reglas, 
si bien sólo constituyen principios y 
recomendaciones, delinean un mo-
delo de conducta que resulta aplica-
ble al caso.
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Privación de libertad

• Corte Suprema de Justicia de Santa 
Fe: «M., M. A. – portación ilegal de ar-
ma de guerra – s/ recurso de incons-
titucionalidad»; 27-08-2012; Fuente 
Propia 00106 41968/12: www.justi-
ciasantafe.gov.ar

Se hizo lugar al recurso interpuesto, 
anulándose el pronunciamiento im-
pugnado entendiendo el derecho de 
defensa como derecho de audiencia 
ante los jueces, pues «cuando cuando 
se condena al imputado sin oírlo, se 
vulnera la defensa material», hacien-
do referencia a la creciente y especial 
preocupación para que los poderes 
judiciales y los procedimientos pro-
curen asegurar el efectivo acceso a la 
justicia de las personas en condición 
de vulnerabilidad entre las que se en-
cuentran las personas privadas de li-
bertad. Se funda en las Reglas de Bra-
silia, XIV Cumbre Judicial Iberoameri-
cana, Brasilia, 2008; Carta de Dere-
chos de las Personas ante la Justicia 
en el Espacio Judicial Iberoamericano, 
VII Cumbre Iberoamericana de Presi-

dentes de Cortes Supremas y Tribu-
nales Supremos de Justicia, Cancún, 
2002; Código Penal, artículo 41, inci-
so 2 in fine. Doctrina: Vélez Mariconde, 
Alfredo: «Estudios de Derecho Proce-
sal Penal», Tomo II, pág. 99, cita 10; 
Estatuto del Juez Iberoamericano, VI 
Cumbre Iberoamericana de Cortes 
Supremas y Tribunales Supremos de 
Justicia, Santa Cruz de Tenerife, 2001, 
artículo 37.

A modo de cierre

Hemos analizado la noción de acce-
so a la justicia como derecho humano 
y en su acepción amplia, comprensi-
va del derecho a la jurisdicción y a un 
debido proceso. Concluimos que el ac-
ceso a la justicia constituye el primer 
escalón de la garantía de tutela judi-
cial efectiva, que significa además que 
todas las personas puedan acceder al 
proceso, sostenerlo, gozar de las ga-
rantías jurisdiccionales, derecho a 
probar, a obtener una sentencia justa, 
y poder recurrirla. Las garantías ju-
risdiccionales responden al estándar 

creado en el marco del derecho inter-
nacional de los derechos humanos, 
incorporado a nuestro ordenamiento 
interno a partir de la reforma consti-
tucional de 1994, consagrado hoy en 
las normas del Título Preliminar del 
código civil y comercial de la Nación. 

En el especial caso de las personas 
que se encuentran en situación de vul-
nerabilidad por razones entre otras, 
de edad, discapacidad, pertenencia a 
comunidades indígenas o a minorías, 
victimización, migración y desplaza-
miento interno, pobreza, género y pri-
vación de libertad, las garantías se 
agudizan siendo deber ineludible del 
Estado en sus tres poderes, proveer 
los medios necesarios a fin de facilitar 
el acceso a la justicia de las personas 
en esta condición.

A tal fin, las Reglas de Brasilia consti-
tuyen una herramienta útil y adecuada 
a la hora de remover los obstáculos 
que impidan o dificulten el libre acce-
so a la justicia.

Sin perjuicio de tratarse de un dere-



myf

216

Dossier | DERECHOS HUMANOS EN ACCIÓN. SU CONCRECIÓN EN LA TAREA JUDICIAL 

cho suave, no vigente y no obligatorio, 
resultan de válida aplicación a raíz de 
haber adherido la Corte Suprema de 
la Nación recomendando su aplica-
ción a todos los operadores del sis-
tema judicial, haciendo lo propio las 
provincias argentinas.

Así hemos visto cómo en distintas hi-
pótesis los tribunales de todo el país 
hacen uso de su aplicación, eliminan-
do o disminuyendo las barreras pro-
cesales, en pro de facilitar el legítimo 
ejercicio de los derechos humanos, en 
garantía de la tutela judicial efectiva. 

Así se ha dicho que, «Cuando la ad-
ministración de justicia fracasa, la se-
guridad jurídica es reemplazada por 
la irracionalidad y por la imprevisibi-
lidad desapareciendo la confianza y 
colocando a los miembros de una so-
ciedad, y a veces hasta al propio go-
bierno, en estado de indefensión.»³⁸ 

Se impone entonces un cambio de 
paradigma que afortunadamente, se 
viene gestando. En rigor de verdad es 
una deuda que la sociedad tiene. El 

derecho y las garantías deben llegar a 
todos los sectores sociales, la justicia 
no puede ser solo para aquellos que 
puedan solventarla. El respeto por los 
derechos a todos los ciudadanos no 
es más que el respeto a la dignidad 
humana, y es lo que nos define como 
ciudadanía, como sociedad humaniza-
da, y a ello apuntamos desde el poder 
jurisdiccional, desde la docencia y de 
todo actividad funcional, con la verda-
dera intención de lograr la humaniza-
ción del proceso. 

Combret³⁹ ha dicho «dis-mois com-
ment la societé protège la personne 
vulnérable, et je te dirai dans quelle so-
ciéte tu vis»… «Dime cómo la sociedad 
protege a la persona vulnerable y te 
diré en que sociedad vives». ■

Citas

¹ Véase nuestro trabajo: Brunetti, Andrea M.; 
«La humanización del derecho, la tutela ju-
dicial efectiva y el debido proceso judicial»; 
MJD5398; y «La tutela judicial efectiva de las 
niñas, niños y adolescentes. El abogado del 
niño»; MJD6333.

² Preámbulo de la Constitución Nacional; 
arts. 14, 18 y 75 inc. 22: art. 8.1 y el 25 de la 
Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos, art. 8 y 26 de la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos; art. 2.3 y 14 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos; art. XVIII, X y XI de la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre, art. 2 y 3 el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 
art. 5 y 6 de la Convención sobre la Elimina-
ción de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer; art. Art. 2, 3, 4, 12 y ccdts. 
de la Convención sobre los Derechos del 
Niño. También art. 13 Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad; 
art. 4.c. Convención Interamericana sobre la 
Protección de los Derechos Humanos de las 
Personas Mayores. 
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³ Hoy expresamente reconocidos en el Título 
Preliminar del código civil y comercial de la 
Nación arts. 1 y 2, pues desde 1994 nuestro 
país incorporó un número de tratados inter-
nacionales de los derechos humanos, lo que 
se dio en llamar en doctrina como el «bloque 
de constitucionalidad federal» o según la ter-
minología de Hart, «regla de reconocimiento 
constitucional» como más abarcativo y preci-
so que legalidad o supremacía constitucional, 
que constituyen un parámetro de validez de 
normas secundarias (HART, Herbert L. A. 
(1998). El concepto de Derecho. Bs. As., Abe-
ledo Perrot, p. 117). Para quien el Derecho es 
un sistema complejo de reglas, conformado 
por reglas primarias o imperativas y reglas se-
cundarias: 1- reglas de decisión; 2- reglas de 
modificación y 3- reglas de reconocimiento: 
éstas establecen los criterios de validez que 
debe cumplir una regla para poder pertene-
cer al sistema jurídico. Y, como dijo la Cor-
te oportunamente, deben aplicarse tal como 
vienen dados, sin poder modificarlos o rein-
terpretarlos (Caso «Giroldi»; csjn; 7/4/1995; 
L.L., 1995-D, 462. Otro: Caso «Bramajo», 
csjn, 12/9/1996; L.L., 1996-E, 409, entre otros. 
Nuestra Corte Suprema venía sosteniendo 
con anterioridad a la reforma constitucional 
en el conocido caso Ekmekdjian (csjn, 7-7-

92; LL, 1992-C-543), la jerarquía superior de 
los tratados internacionales y con posteriori-
dad, ha tenido una rica evolución al respecto 
en distintos pronunciamientos paradigmáti-
cos sumamente importantes e interesantes, 
cuyo tratamiento excede el marco de este 
trabajo (véase entre otros: csjn, «Méndez 
Valles Fernando c/.A..M. Pescio SCA s/ Eje-
cución de alquileres» (ED Boletín N° 8976 
del 09/04/96), La Corte Suprema en abril de 
1998, dentro de los autos «Petric Domagoj 
c/ Diario Pagina 12» (L.L. 1998 – C, 284).

⁴ Este llamado «bloque de constitucionali-
dad», constituye un conjunto de «principios 
de derecho fundamental» utilizando la ter-
minología de Alexy, que delimitan el marco 
de validez y permanencia de una norma in-
fraconstitucional al ordenamiento jurídico 
argentino (Alexy, Robert, 1988, «Sistema ju-
rídico, principios jurídicos y razón práctica», 
en Doxa, Nº 5), debiéndose adecuar por tanto 
a la Constitución Nacional y a los Tratados 
Internacionales de Derechos Humanos con 
jerarquía constitucional (Véase al respecto: 
SAGUES, Nestor Pedro: «Los tratados in-
ternacionales en la Reforma Constitucional 
Argentina de 1994» en La Ley del 8/11/94). 
Diferencia el autor, los principios son «man-

datos de optimización», que pueden ser 
cumplidos en diferente grado y conforme las 
posibilidades fácticas y jurídicas (principios 
y reglas opuestos). En cambio, las reglas, son 
«mandatos definitivos» o concluyentes, nor-
mas que pueden ser cumplidas o no, la dis-
tinción se funda en que la regla es válida y 
por tanto debe ser cumplida, o no válida. Los 
principios siempre son válidos. En definitiva 
la diferencia entre reglas y principios es cua-
litativa. Véase: Alexy, Robert. Teoría de los 
derechos fundamentales, Madrid, Centro de 
Estudios Constitucionales, 1993. 
 
⁵ Bidart Campos, Germán J. (2000). Las 
fuentes del Derecho Constitucional y el prin-
cipio pro homine. En el Derecho Constitu-
cional del siglo XXI, diagnóstico y perspecti-
va. Coordinadores: Bidart Campos Germán y 
Gil Dominguez, Andrés, Bs.As. Ediar.
 
⁶ Para Alexy, los principios son «mandatos de 
optimización», que pueden ser cumplidos en 
diferente grado y conforme las posibilidades 
fácticas y jurídicas (principios y reglas opues-
tos). En cambio, las reglas, son «mandatos 
definitivos» o concluyentes, normas que pue-
den ser cumplidas o no, la distinción se funda 
en que la regla es válida y por tanto debe ser 
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cumplida, o no válida. Los principios siem-
pre son válidos. En definitiva la diferencia 
entre reglas y principios es cualitativa. Véase: 
Alexy, Robert. Teoría de los derechos funda-
mentales, Madrid, Centro de Estudios Cons-
titucionales, 1993.
 
⁷ Enseñaba Bidart Campos respecto de este 
conjunto de normas, principios y valores que, 
en el Estado democrático de derecho, «la 
Constitución tiene fuerza normativa en toda 
su integridad en todas sus partes en todos sus 
contenidos y también en sus implicancias». 
Es el eje obligatorio e imperativo de todo el 
ordenamiento jurídico político. Al decir de 
Dworkin, la Constitución Nacional como lí-
mite al poder estatal y al mismo tiempo como 
protección ciudadana (Dworkin, Ronald; 
1989; Los Derechos en serio. Barcelona: Ariel 
Derecho S.A.; 2002. La lectura moral de la 
Constitución y la premisa mayoritaria» Trad. 
Imer Flores, en Cuestiones Constitucionales 
7, México).
 
⁸ Morello, Augusto. (2007). Motivación 
adecuada de la sentencia. Matices. E.D. del 
24/08/2007.
 
⁹ En nuestra provincia de Santa Fe, la Corte 

Suprema de Justicia adhirió mediante Acuer-
do Ordinario celebrado el día 29.03.2011, 
Acta N°14, punto 2.
 
¹⁰ http://www.cumbrejudicial.org/c/do-
cument_librar y/get_f i le?uuid=6fe6fe-
ca-4300-46b2-a9f9-f1b6f4219728&grou-
pId=10124 
 
¹¹ En «Halabi», 24/2/2009, la Corte Suprema 
de Justicia sostuvo que, «el art. 43 de la Cons-
titución Nacional es operativo y es obligación 
de los jueces darle eficacia cuando se aporta 
nítida evidencia sobre la afectación de un de-
recho fundamental y del acceso a la justicia 
de su titular, pues donde hay un derecho hay 
un remedio legal para hacerlo valer toda vez 
que sea desconocido, principio éste del que 
ha nacido la acción de amparo, ya que las ga-
rantías constitucionales existen y protegen a 
los individuos por el solo hecho de estar en 
la Constitución e independientemente de sus 
leyes reglamentarias, cuyas limitaciones no 
pueden constituir obstáculo para su vigencia 
efectiva.»; LA LEY 2009-B, 157.
 
¹² Concepto de democracia sustancial que 
expresó Ferrajoli, consistente en las normas 
sustanciales de validez, las cuales vinculan 

la tutela y el respeto de los derechos funda-
mentales y los demás principios axiológicos 
establecidos en ellas. Cabe aclarar, que Estado 
Constitucional de Derecho y Estado de De-
recho no son términos sinónimos como ha 
señalado el mismo autor: Un Estado Consti-
tucional implica un Estado de Derecho, pero 
no todo Estado de Derecho implica necesa-
riamente ser un Estado Constitucional. La 
legitimidad constitucional del actual mode-
lo de Estado que propone la corriente neo-
constitucionalista cuyo eje principal estaría 
marcado por la primacía, garantía y defensa 
de los derechos fundamentales. El Estado de 
Derecho representa el sometimiento del Es-
tado a un conjunto de normas e instituciones 
jurídicas, el Estado Constitucional específica 
que es a la Constitución a lo que ante todo y 
primariamente se somete el Estado. Ferrajo-
li Luigi, En Derecho y razón. Teoría del ga-
rantismo penal, Ed. Trotta,Madrid, 1997 (2a 
ed.),991 pp. p. 864, «Pasado y futuro del esta-
do de derecho», en Neoconstitucionalismos, 
Trotta, Madrid, 2003.
 
¹³ Moción de Valencia. España, 2006. http://
www.academiadederecho.org/.
 
¹⁴ Entendido como método dialéctico de de-
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bate entre dos partes, actuando en un plano de 
igualdad, ante un tercero impartial, imparcial 
e independiente. Alavarado Velloso, Adolfo. 
(1992). Introducción al estudio del derecho 
procesal, Santa Fe, Rubinzal-Culzoni, t. 1.
 
¹⁵ Gozaini, Osvaldo A. El debido proceso 
constitucional. Reglas para el contros de los 
poderes desde la Magistratura Constitucio-
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